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CAPÍTULO 01. VIII MEDIO AMBIENTE

01.VIII.2.1.1.1
Los efectos de la contaminación acústica por 
los establecimientos de hostelería

Como ejemplo de las molestias que sufre la ciudadanía por esta cuestión y que tantos y tantos problemas 
genera a los vecinos, mencionamos las quejas tramitadas en distintas poblaciones de Andalucía, pero 
que han adquirido una relevancia especial este año en la ciudad de Sevilla, como consecuencia de la 
extraordinaria presencia en los medios de comunicación de noticias alusivas a este problema y por las 
quejas y denuncias de la ciudadanía, basadas en la contaminación acústica provocada por la concentración 
de personas en determinados establecimientos de hostelería y su entorno. 

Así, la queja 12/6643, que presentó una asociación vecinal de la Plaza del Salvador, en Sevilla, en la que 
solicitaba la adopción, por parte del Ayuntamiento, de un plan específico para la zona y su entorno. La 
Secretaría Técnica de la Policía Local nos envió un informe (que habían trasladado a la Dirección General 
de Medio Ambiente del Ayuntamiento) en el que se incluía, además de todos los establecimientos 
denunciados, una larga lista, siendo así que nada más que en esta zona habían sido denunciados, por 
distintos motivos, 17 locales, siendo por el contrario los cumplidores un total de 9.

Las denuncias afectaban a las siguientes cuestiones: permitir consumo de bebidas fuera de los locales 
autorizados para ello; instalación de veladores, mesas, etc., sin autorización; carecer de licencia de apertura. 
Sobre esta última, que estimamos es una infracción que reviste especial gravedad, había 5 locales.

El informe de la Policía Local exteriorizaba la realización de actividades al margen del derecho por parte 
de numerosos locales de hostelería que parece se hayan acostumbrado a que la respuesta, una y otra 
vez, a sus vulneraciones de la normativa, según hemos podido verificar fehacientemente en numerosos 
expedientes de queja tramitados por esta Institución, es, en la práctica, nula a efectos de impedir, de 
manera responsable y ejemplar, que los derechos de la ciudadanía se vulneren de forma contumaz. Esto 
lo decimos porque en la mayoría de las quejas tramitadas se evidencia que ni en las sanciones se tienen 
en consideración aspectos tales como la reincidencia, ni, por supuesto, terminan por ejecutarse.

Todo ello motivó, como es habitual en estas quejas, que formuláramos al Ayuntamiento un Recordatorio 
de deberes legales del cumplimiento de la normativa contra contaminación acústica, una Recomendación 
sobre mayor presencia de la policía local en la zona para evitar los comportamientos que justificaron la 
actuación del Defensor del Pueblo Andaluz y una Sugerencia para que, previa audiencia de las asociaciones 
o entes que representen a los vecinos de la zona, se valore la conveniencia de aprobar un plan de actuación 
conjunta o unitaria para esta zona, tratando de dar una respuesta uniforme a la diversa problemática 
que lleva años padeciéndose. 

Como respuesta, el Ayuntamiento de Sevilla nos trasladó el informe de la Policía Local en el que valoraba 
especialmente la sugerencia de aprobar un plan de actuación conjunta. Sin embargo, somos conscientes 
de que el problema, a la fecha de cierre de esta queja, estaba lejos de ser resuelto.

En la queja 13/4065, se dirigió a nosotros una residente en la calle Arfe, también de Sevilla, denunciando 
los elevados niveles de ruido que emiten los locales de ocio y hostelería ubicados en dicha calle, tanto 
por su propia actividad y la aglomeración de clientes a sus puertas, como por las, a su juicio, insuficientes 
medidas adoptadas por el Ayuntamiento para disminuir el nivel de contaminación acústica de esta zona. 

El problema de ruido provocado por algunos locales de hostelería de esta calle, que permiten el consumo 
de bebidas en el exterior, y el exceso de ruido en sus instalaciones es ampliamente conocido en Sevilla. 
Hecho éste que llama la atención teniendo en cuenta que, según el Servicio de Proyectos y Obras de la 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-m%C3%A1s-vigilancia-y-control-ante-ruidos-de-veladores-y-aparcamientos-irregulare
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Gerencia de Urbanismo del citado Ayuntamiento, en la calle Arfe los únicos establecimientos que tenían 
autorización para veladores eran dos. 

En el escrito de alegaciones, la promotora de la queja nos trasladaba su “indignación” por el hecho de 
que cuando se realiza una inspección, en lugar de llevarse a cabo cualquier fin de semana en los que 
habitualmente esta zona es multitudinariamente visitada y se encuentra a pleno rendimiento de ruidos y 
actividades, se hizo un sábado de finales del mes de junio cuando la actividad de estos locales era mínima 
o incluso alguno estaba cerrado.

Tras solicitar y recibir los informes oportunos, procedimos a su valoración, llegando a la conclusión de 
que la especial complejidad de esta situación, requieren de un conjunto de actuaciones que, en el marco 
de las previsiones normativas, tienda a la reducción progresiva de los niveles sonoros existentes.

De ahí que, a la vista de todo lo expuesto, considerásemos que, sin que quede claro y determinado qué 
acciones adicionales a las que ya tiene puestas en práctica el Ayuntamiento de Sevilla se van a realizar para 
disminuir el ruido existente, evaluando el efecto que pueden tener en la contaminación acústica, no sea 
recomendable otorgar una sola licencia más para la implantación de nuevos establecimientos o ampliación 
de las existentes, si tiene la certeza de que con su actividad va a aumentar, directa o indirectamente, el 
ruido actualmente existente en esta zona.

Es por ello que se formuló a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla Recordatorio del deber 
legal de aplicar de manera efectiva todas las medidas previstas en la declaración de zona acústicamente 
saturada (ZAS) que afecte a la calle Arfe, en aras a lograr la progresiva reducción de los niveles sonoros 
existentes en la misma, de conformidad con lo establecido en el artículo 20 del Decreto 6/2012, de 17 de 
enero, por el que se aprueba el Reglamento de Protección contra la Contaminación Acústica de Andalucía.

Así como una serie de Recomendaciones para que se reforzara la inspección, se tuviera en consideración la 
reincidencia de algunos infractores, se llevara a cabo un seguimiento de los expedientes incoados hasta su 
ejecución y, finalmente, para que antes de conceder nuevas licencias o ampliar las ya existentes respecto de 
los establecimientos de la calle Arfe, se valoraran las consecuencias que tendría sobre los niveles de ruido 
soportados en dicha calle, así como sobre la consecución del objetivo de la progresiva reducción del ruido.

En el listado que nos remitió el Ayuntamiento como respuesta a nuestra resolución se nos daba cuenta 
de las actuaciones seguidas durante todo el 2013 y los primeros meses de 2014, por la Gerencia de 
Urbanismo sobre locales de la calle Arfe. 

En dicho informe se decía, a modo de conclusión, que según la base de datos de actuaciones de las 
unidades de Policía Local, durante el año 2013 se habían realizado en el Barrio del Arenal un total de 
1.902 servicios (487 informes por servicios realizados y 605 denuncias por infracción a las ordenanzas), 
formulándose además 2.471 denuncias de tráfico. Asimismo, nos informaban que a fecha 4 de febrero 
de 2014 se habían realizado 55 servicios en el Barrio del Arenal, con 32 informes varios y 23 denuncias 
por infracción a las Ordenanzas. 

Pues bien, la interesada de la queja, después de darle traslado de la resolución formulada y de la respuesta 
que nos remitió el Ayuntamiento, mostró su total frustración, sencillamente porque, pese a tales actuaciones 
y la intervención de esta Institución, el problema continuaba y no había visos de que la situación cambiara. 
Su solución exige diálogo con las partes afectadas pero, también, allí donde el consenso no puede 
dar respuesta a la reclamación de los derechos de la ciudadanía, que los poderes públicos asuman el 
compromiso, serio, de hacer respetar el Estado de Derecho.

También dentro del comentario que estamos dedicando a la contaminación acústica, podemos citar la 
queja 12/6904, que presentó un grupo de vecinos de un complejo residencial de la ciudad de Córdoba 
por ruidos y otro tipo de molestias y afecciones de carácter ambiental con motivo de la autorización por 
parte del Ayuntamiento de la apertura de una discoteca en un inmueble ubicado a pocos metros del 
citado complejo residencial. La situación creada era insostenible, singularmente los fines de semana. Esta 
actividad había sido legalizada, a pesar de que se decía que:

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-m%C3%A1ximos-controles-sobre-el-funcionamiento-de-una-discoteca-instalada-en-plena-zona-r
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“La implantación de una discoteca en una zona residencial implica en todo momento alterar negativamente las 
condiciones medioambientales del entorno, tal como queda demostrado en el presente caso en los informes de 
policía local y en las denuncias y alegaciones suscritas por los vecinos.

No	obstante	lo	anterior,	y	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	en	el	Art.	14	del	Decreto	297/95,	de	19	de	diciembre,	que	
aprueba	el	Reglamento	de	Calificación	Ambiental,	por	esta	Oficina	Técnica	se	estima	que,	exclusivamente	en	lo	
concerniente	a	las	condiciones	en	el	interior	del	local,	dicha	Calificación	debería	ser	FAVORABLE,	adecuándose	
la actuación a la normativa ambiental en vigor, debiendo adoptarse en todo momento las medidas correctoras 
impuestas en el expediente”.

Con ello, lo que venía a manifestar el técnico era que, aun reconociendo la afección negativa a las condiciones 
ambientales que puede generar esta actividad en el entorno, ello por sí mismo no puede impedir el 
otorgamiento de la correspondiente autorización. Así las cosas, inmediatamente la cuestión que se plantea 
es ¿Cómo es posible que, conociendo de antemano un ayuntamiento que se van a generar tales problemas 
ambientales, e incluso de movilidad, si se solicita autorización para esta actividad, prevea en el PGOU su 
compatibilidad con unos usos residenciales cuándo, además, conoce que las licencias son actos regulados 
y que, por tanto, si el solicitante cumple con los requisitos exigibles no tiene otra opción que otorgarla?.

Se trata de un problema extraordinariamente frecuente en nuestras poblaciones y al que no se ha dado 
todavía solución preventiva alguna. En definitiva, si el Ayuntamiento conoce de antemano que la realización 
de una determinada actividad va a generar efectos indirectos en la garantía de derechos constitucionales 
de terceros, lo que debe hacer es buscar una localización idónea para su ubicación. 

Por ello, en este caso, aunque formulamos Recordatorio para que se reforzaran los servicios de inspección 
y los horarios de cierre, era ya muy complicado que el Ayuntamiento fuera capaz de hacer cumplir las 
normas en este lugar, pero dada la situación formulamos Sugerencia para que se estudiara la posibilidad 
de, por vía de planeamiento municipal, establecer en determinadas zonas la prohibición o la limitación 
total de autorización de actividades de esta naturaleza cuando por su localización se sabe ya de antemano 
que van a generar distintos problemas de carácter ambiental. 

Todo ello dentro del marco legal conformado por la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación 
Urbanística de Andalucía, y restante normativa urbanística y sectorial de aplicación vigente. 

También formulamos Sugerencia para que se valorara, de forma complementaria a la anterior Sugerencia, la 
inclusión en el planeamiento municipal o en las ordenanzas ambientales del concepto jurídico indeterminado 
“de grave afección ambiental” u otro de similar significado, como criterio que, en base a un análisis de los 
efectos de la implantación de un determinado establecimiento de ocio, como pudiera ser una discoteca, 
pueda limitar su autorización en determinadas zonas de la ciudad. 

Se trataría, en este sentido, de contemplar expresamente la posibilidad de denegar una autorización de 
esta naturaleza cuando por las características del proyecto, su localización y el uso residencial del entorno, 
se considerase que la concesión de la misma pudiera conllevar graves afecciones ambientales.

La concurrencia, o no, de ese concepto jurídico indeterminado que habría que concretar, caso por caso, podría 
ser un test que permitiera a los responsables públicos efectuar una valoración acerca de la oportunidad, 
desde el punto de vista del respeto a los derechos constitucionales en juego, sobre cuáles serían en cada 
supuesto los intereses o derechos más relevantes que se debieran proteger lo que permitiría, ponderando 
los mismos tomar la decisión más adecuada.


